
Resumen del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 

hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. 

 

El Real Decreto-Ley 8/2020 de medidas urgentes da respuesta a las 
circunstancias económicas excepcionales señaladas, sumándose a las 
medidas adoptadas a nivel comunitario y completando las tomadas por el 

Gobierno en las últimas semanas. 

Las medidas adoptadas en este Real Decreto-Ley están orientadas a un 

triple objetivo: 

Primero: reforzar la protección de los trabajadores, las familias y los 

colectivos vulnerables;  

Segundo: apoyar la continuidad en la actividad productiva y el 

mantenimiento del empleo; 

Tercero: reforzar la lucha contra la enfermedad.  

Más allá de las medidas específicas de apoyo a los ciudadanos y familias 
afectadas por la presente situación excepcional, es preciso adoptar medidas 
que proporcionen la necesaria flexibilidad para el ajuste temporal de las 

empresas con el fin de favorecer el mantenimiento del empleo y reforzar la 

protección de los trabajadores directamente afectados. 

El Real decreto-ley se estructura en 5 capítulos, 43 artículos, 9 
disposiciones adicionales, 3 disposiciones transitorias, 10 disposiciones 

finales y 1 anexo 

A nivel Empresarial (Sociedades y Autónomos), el presente Real 
Decreto establece una serie de medidas sociales y económicas ante las 
consecuencias del COVID-19, siendo estas entre otras las siguientes a modo 

resumen: 

1) Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste 

Temporal de actividad para evitar despidos. ERTE (Expedientes 

Reguladores Temporales de Empleo).  

El Artículo 22 del RD-Ley 8/2020 establece las medidas excepcionales en 

relación con los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de 

jornada por causa de fuerza mayor. 

En concreto, éstos son los puntos que fija: 

Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa 
directa en pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida 

la declaración del estado de alarma, tendrán la consideración de 
provenientes de una situación de fuerza mayor. 



Ahora bien, para que pueda llevarse a cabo una suspensión y/o reducción 

por fuerza mayor, las pérdidas de actividad deben implicar (y quedar 
debidamente acreditadas): 

 Suspensión o cancelación de actividades. 

 Cierre temporal de locales de afluencia pública. 
 Restricciones en el transporte público y, en general, de la movilidad 

de las personas y/o las mercancías, falta de suministros que impidan 
gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad. 

 Situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la 

plantilla o la adopción de medidas de aislamiento preventivo 
decretados por la autoridad sanitaria. 

La consideración de fuerza mayor tendrá las consecuencias que se derivan 

del artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre. 

PROCEDIMIENTO A LLEVAR A CABO POR LA EMPRESA EN EL ERTE: 

En los supuestos en que se decida por la empresa la suspensión de 
contratos o la reducción temporal de la jornada de trabajo por fuerza 
mayor, se aplicarán las siguientes especialidades, respecto del 

procedimiento recogido en la normativa reguladora de estos expedientes: 

a) El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, que se 
acompañará de un informe relativo a la vinculación de la pérdida de 

actividad como consecuencia del COVID-19, así como, en su caso, de la 
correspondiente documentación acreditativa. 

La empresa deberá comunicar su solicitud a los trabajadores y trasladar el 

informe anterior y la documentación acreditativa, en caso de existir, a la 
representación de estas. 

b) La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de suspensión de 
los contratos o de la reducción de jornada prevista en este artículo, deberá 

ser constatada por la autoridad laboral, cualquiera que sea el número de 
personas trabajadoras afectadas. 

c) La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días 

desde la solicitud, previo informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social y deberá limitarse a constatar la existencia, cuando 

proceda, de la fuerza mayor alegada por la empresa, correspondiendo a 
ésta la decisión sobre la aplicación de medidas de suspensión de los 
contratos o reducción de jornada, que surtirán efectos desde la fecha del 

hecho causante de la fuerza mayor. 

d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud 
será potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo 

improrrogable de cinco días. 



Para la tramitación de los expedientes de suspensión de contratos y 

reducción de jornada que afecten a los socios trabajadores de cooperativas 
de trabajo asociado y sociedades  laborales incluidos en el Régimen General 

de la Seguridad Social o en algunos de los regímenes especiales que 
protejan la contingencia de desempleo, será de aplicación el procedimiento 
especifico previsto en el Real Decreto 42/1996, de 19 de enero. 

Eso sí, en lo relativo al plazo para la emisión de resolución por parte de la 
Autoridad Laboral y al informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, se regirán por lo previsto en los apartados c) y d) del art. 22.  

Exoneración en el pago de cuotas a la Seguridad Social: 

Se establece una exoneración distinta en función del número de 

trabajadores que tenga la empresa. 

1- En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada 
autorizados en base a fuerza mayor temporal vinculada al COVID-19 

definida en el artículo 22, la Tesorería General de la Seguridad Social 
exonerará a la empresa del abono de la aportación empresarial, así como 

del relativo a las cuotas por conceptos de recaudación conjunta, mientras 
dure el período de suspensión de contratos o reducción de jornada 
autorizado en base a dicha causa cuando la empresa, a 29 de febrero de 

2020, tuviera menos de 50 trabajadores en situación de alta en la 
Seguridad Social. 

2- Si la empresa tuviera 50 trabajadores o más, en situación de alta en la 

Seguridad Social, la exoneración de la obligación de cotizar alcanzará al 75 
% de la aportación empresarial. 

Dicha exoneración no tendrá efectos para la persona trabajadora, 

manteniéndose la consideración de dicho período como efectivamente 
cotizado a todos los efectos, sin que resulte de aplicación lo establecido en 
el artículo 20 de la Ley General de la Seguridad Social. 

3-La exoneración de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la 

Seguridad Social a instancia del empresario, previa comunicación de la 
identificación de los trabajadores y período de la suspensión o reducción de 

jornada. 

A efectos del control de la exoneración de cuotas será suficiente la 
verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal proceda al 

reconocimiento de la correspondiente prestación por desempleo por el 
período de que se trate. 

3- La Tesorería General de la Seguridad Social establecerá los sistemas de 
comunicación necesarios para el control de la información trasladada por la 

solicitud empresarial, en particular a través de la información de la que 
dispone el Servicio Público de Empleo Estatal, en relación a los periodos de 

disfrute de las prestaciones por desempleo.  



 

Muy IMPORTANTE 

Disposición adicional sexta. Salvaguarda del empleo Las medidas 
extraordinarias en el ámbito laboral previstas en este RD-Ley 
estarán sujetas al compromiso de la empresa de mantener el 

empleo durante el plazo de seis meses desde la fecha de 
reanudación de la actividad. 

Desempleados: Medidas de Protección al Desempleo 

El Servicio Público de Empleo Estatal adoptará las siguientes 
medidas en los supuestos en que la empresa decida la suspensión de 

contratos o la reducción temporal de la jornada de trabajo: 

a) El reconocimiento del derecho a la prestación contributiva por 

desempleo, aunque carezcan del período de ocupación cotizada 

mínimo necesario para ello. 

b) No computar el tiempo en que se perciba la prestación por 

desempleo de nivel contributivo que traiga su causa inmediata de las 
citadas circunstancias extraordinarias, a los efectos de consumir los 

períodos máximos de percepción establecidos. 

2. Podrán acogerse a las medidas reguladas en el apartado 

anterior, además aquellas que tengan la condición de socias 
trabajadoras de sociedades laborales y de cooperativas de trabajo 

asociado que tengan previsto cotizar por la contingencia de 

desempleo. 

En todos los casos se requerirá que el inicio de la relación laboral o 
societaria hubiera sido anterior a la fecha de entrada en vigor de este 

real decreto-ley. 

3. Las medidas previstas en el apartado anterior serán aplicables a 

las personas trabajadoras afectadas tanto si en el momento de la 

adopción de la decisión empresarial tuvieran suspendido un derecho 
anterior a prestación o subsidio por desempleo como si careciesen del 

período mínimo de ocupación cotizada para causar derecho a 
prestación contributiva, o no hubiesen percibido prestación por 

desempleo precedente. 

En todo caso, se reconocerá un nuevo derecho a la prestación 

contributiva por desempleo, con las siguientes especialidades 

respecto a la cuantía y duración: 

a) La base reguladora de la prestación será la resultante de 
computar el promedio de las bases de los últimos 180 días cotizados 

o, en su defecto, del período de tiempo inferior, inmediatamente 



anterior a la situación legal de desempleo, trabajados al amparo de la 
relación laboral afectada por las circunstancias extraordinarias que 

han originado directamente la suspensión del contrato o la reducción 

de la jornada de trabajo. 

b) La duración de la prestación se extenderá hasta la finalización 

del período de suspensión del contrato de trabajo o de reducción 

temporal de la jornada de trabajo de las que trae causa. 

4. La iniciación, instrucción y resolución del procedimiento de 
reconocimiento del derecho a la prestación por desempleo se ajustará 

a lo dispuesto en la normativa legal y reglamentaria para los 
supuestos de suspensión temporal del contrato o de reducción 

temporal de la jornada derivados de causas económicas, técnicas, 

organizativas, de producción o de fuerza mayor. 

Los apartados 5 y seis del Real Decreto Ley hace referencia a 
trabajadores de Cooperativas y SLL y también a trabajadores fijos 

discontinuos y por aquellos que realizan trabajos fijos y periódicos 
que se repiten en fechas ciertas, que hayan visto suspendidos sus 

contratos de trabajo como consecuencia del impacto del COVID-19.  

Prestación extraordinaria por cese de actividad para los afectados 
por declaración del estado de alarma para la gestión de la situación 

de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Con carácter 
excepcional y vigencia limitada a un mes, a partir de la entrada en 

vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19, o hasta el último día del mes 
en que finalice dicho estado de alarma, de prolongarse éste durante 

más de un mes, los trabajadores por cuenta propia o autónomos, 
cuyas actividades queden suspendidas, en virtud de lo previsto en el 

mencionado Real Decreto, o, en otro caso, cuando su facturación en 
el mes anterior al que se solicita la prestación se vea reducida, al 

menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio de 
facturación del semestre anterior, tendrán derecho a la prestación 

extraordinaria por cese de actividad. Todo ello está desarrollado en el 

el Art. 17 del RDL, donde se establecen los requisitos que deben 
cumplir los beneficiarios para cobro de paro en situación 

extraordinario. 

 

 

 

 



OTRAS MEDIDAS APLICADAS DE CARÁCTER SOCIAL, 
SANITARIA Y EMPRESARIAL APLICADAS EN ESTE RDL 8/2020: 

 Se amplía la cobertura de colectivos vulnerables en el ámbito 

del suministro de servicios públicos esenciales, en particular en 

el ámbito del agua, el gas natural y la electricidad.  

 Para evitar que los beneficiarios del bono social eléctrico dejen 
de percibir los descuentos y beneficios previstos en la 

normativa, en el caso de que agoten el plazo de vigencia de dos 
años previsto en la normativa vigente, se prorrogará de forma 

automática dicho plazo de vigencia hasta el 15 de septiembre 
de 2020para evitar que los beneficiarios del bono social 

eléctrico dejen de percibir los descuentos y beneficios previstos 
en la normativa, en el caso de que agoten el plazo de vigencia 

de dos años previsto en la normativa vigente, se prorrogará de 
forma automática dicho plazo de vigencia hasta el 15 de 

septiembre de 2020. 

 Carácter preferente del trabajo a distancia, garantizando  la 

continuidad de la actividad empresarial y las relaciones 

laborales, se priorizarán los sistemas de organización que 

permitan mantener la actividad por mecanismos alternativos, 

particularmente por medio del trabajo a distancia, debiéndose 

facilitar las medidas oportunas para hacerlo posible, mediante 

la activación de ayudas y créditos para PYMEs dentro del 

programa ACELERA PYME de la empresa pública RED.ES. 

 Derecho de adaptación del horario y reducción de jornada. Se 

establecen medidas para favorecer la conciliación laboral, 

mediante el derecho de los trabajadores por cuenta ajena que 

acrediten deberes de cuidado a personas dependientes por las 

circunstancias excepcionales relacionadas con la prevención de 

la extensión del COVID-19 a acceder a la adaptación o 

reducción de su jornada.  

 Moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda 

habitual. Garantiza el derecho a la vivienda a los deudores 

hipotecarios en situación de especial vulnerabilidad que vean 

reducir sus ingresos como consecuencia de la crisis sanitaria del 

COVID-19. Ampliándose dicha moratoria a Fiadores, avalistas e 

hipotecantes no deudores.  

 Medidas para garantizar la prestación del servicio universal de 

Telecomunicaciones.  

 Medidas para garantizar liquidez para sostener la actividad 

económica ante las dificultades transitorias consecuencia de la 



situación generada por el COVID-19, entre otras la aprobación 

de una línea de avales por cuenta del Estado para empresas y 

autónomos, ampliar la capacidad de endeudamiento neto del 

Instituto de Crédito Oficial para facilitar inmediatamente 

liquidez adicional a las empresas, especialmente a las pymes y 

a los autónomos, a través de las Líneas de ICO de financiación 

ya existentes. 

 Suspensión de plazos en el ámbito tributario. Los plazos 

de pago de la deuda tributaria previstos en los apartados 2 y 5 

del artículo 62 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, los vencimientos de los plazos y fracciones de los 

acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento concedidos, y los 

plazos para atender los requerimientos, diligencias de embargo 

y solicitudes de información con trascendencia tributaria, para 

formular alegaciones ante actos de apertura de dicho trámite o 

de audiencia, dictados en procedimientos de aplicación de los 

tributos, sancionadores o de declaración de nulidad, devolución 

de ingresos indebidos, rectificación de errores materiales y de 

revocación, que no hayan concluido a la entrada en vigor de 

este real decreto-ley, se ampliarán hasta el 30 de abril de 

2020. Asimismo, se aplican otra serie de plazos en función de si 

es Recurso de Reposición o Reclamación Económico 

Administrativa. 
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